


MENSAJE Nº 

         USHUAIA,
SEÑORA VICEPRESIDENTE 1º:
Me dirijo a Ud. a los efectos de elevar para consideración y tratamiento legislativo el presente pryecto de Ley, por el cual se propicia una amplia reforma a la legislación tributaria provincial.  

Es nuestra obligación, brindar a la Administración Tributaria de la Provincia, las herramientas legales y normativas necesarias para poder encarar eficientemente la función de recaudar los tributos locales. 

Los integrantes de los órganos administrativos deben estar dotados de los elementos necesarios para acometer su tarea de manera coordinada y eficaz, siendo menester -como se puede entender sin dificultad alguna- que el ordenamiento legal se halle a la altura de las exigencias, brindando a la autoridad de aplicación las herramientas indicadas para la concreción de sus funciones.

Desde esa perspectiva, resulta trascendental en esta instancia adecuar la norma tributaria ya que en tal cuestión se encuentra comprometida la administración misma y su objetivo final: recaudar de manera eficiente los tributos puestos a su cargo.

Es necesario actualizar e integrar la normativa tributara de la Provincia y adecuar el Código Fiscal con el fin de aumentar su efectividad como instrumento de fiscalización y recaudación, incorporando elementos relacionados con las facultades del órgano contralor, la mejora y ampliación en la definición de los sujetos pasivos, y la adecuación de otros institutos en atención a nuevas modalidades y prácticas de negocios.

Al mismo tiempo, se procura alcanzar mayor seguridad jurídica en la relación Fisco-Contribuyente, mediante el equivalente respeto de las normas, garantías y principios constitucionales, de forma tal que resulten inobjetables todas las acciones que la Administración lleve a cabo con el fin último de optimizar el cobro de los gravámenes provinciales.

Con tales objetivos hemos encarado la labor de modificar nuestro Código Fiscal, procurando integrar la normativa fiscal de fondo y las correspondientes leyes tributarias especiales, de manera de dotar a la Provincia de un plexo normativo moderno y con permanencia en el tiempo, que respete los principios del derecho tributario, contemplando aspectos tales como el cómputo de los plazos,  forma de notificaciones y vía recursiva especial. 

Para la elaboración del presente proyecto, se han tenido en especial consideración la experiencia recogida por las normas dictadas tanto en el ámbito nacional (Ley Nacional 11.683 y sus modificaciones), como en diversas provincias argentinas. Se ha analizado fundamentalmente la legislación de la Provincia de Buenos Aires, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Provincia de Río Negro y Provincia del Neuquén.

Así se han incorporado diversos institutos que, originados en las normas de procedimiento tributario nacional, fueron receptados posteriormente por distintos ordenamientos locales.

Finalmente, y en miras también a optimizar la función de la Administración, se pretende estimular a sus agentes, de modo que obtengan un equitativo reconocimiento al esfuerzo desplegado en el incremento de la recaudación, modificando el instituto del “Fondo de Estímulo” en consonancia con las características del  mismo en el orden nacional.

Sobre la base de tales parámetros, la propuesta que se eleva introduce,  fundamentalmente, las siguientes modificaciones en el Código Fiscal:

Libro I - Parte general:  

1. El proyecto que aquí se presenta, propone un ordenamiento general del articulado, de manera que el mismo refleje el marco normativo por el cual deben regirse los contribuyentes, responsables y/o terceros obligados por las leyes tributarias provinciales.

2. Se ratifican las potestades reglamentarias de la autoridad de aplicación, la Dirección General de Rentas, y se aclara que el Código Fiscal se aplicará a todo recurso recaudado por ella 
3. Se abandona la enumeración de normas supletorias que realiza la ley vigente, la cual ha demostrado en la práctica, falta de flexibilidad y resultados no ajustados a la realidad tributaria. Se mantiene la aplicación supletoria de los principios del derecho privado, pero solo para determinar el sentido y alcance propios de sus conceptos, formas e institutos. Siendo el tributo una creación ex lege, reflejo del poder de imperium del Estado, es evidente su ubicación en el campo del derecho público, por lo que la norma propuesta aclara, que los principios del derecho privado no resultarían aplicables a los efectos tributarios, sino en forma supletoria.

4. Se adecua la redacción del “principio de realidad económica”, en los mismos términos que la Ley Nacional (Ley 11.683 y modif.), permitiendo la aplicación de la doctrina y jurisprudencia referida a la norma nacional.

5. Se incorpora el instituto de la “consulta” con carácter vinculante, salvo disposición expresa en contrario, para la Administración. El objetivo de esta modificación es brindar un nuevo instrumento para conseguir certeza en el vínculo obligacional con el contribuyente, permitiendo a este regularizar el tributo luego de la respuesta, sin abonar multas. Por lo demás, la mera utilización de esta herramienta no suspende el curso de las obligaciones tributarias. A fin de preservar la uniformidad del criterio fiscal, se establece el carácter indelegable de esta facultad. 

6. Se detallan con mayor precisión, las facultades reglamentarias y de interpretación del Director General, en sintonía con lo dispuesto en el ordenamiento nacional (Ley 11.683 y modif.). Esta delegación, fundada en criterios técnicos que al organismo le corresponde reglar, ha merecido una consolidada ratificación jurisprudencial. Se limita la delegabilidad de atribuciones excluyéndose la consideración y resolución de los recursos de reconsideración, acciones de repetición, y el dictado de resoluciones generales interpretativas, al igual que las resoluciones de las consultas.

7. El título dedicado a los sujetos pasivos ha sufrido una  importante modificación, con el fin de clarificar su exposición, permitiendo un tratamiento metodológico más ordenado. Se enumeran los sujetos responsables por deuda propia y luego los que responden por la obligación de otro (por deuda ajena). Se reglan los supuestos especiales de conjunto económico y solidaridad en el caso de concurrencia entre sujetos gravados y exentos, ya contemplados en el Código Fiscal vigente.

8. En materia de domicilio, si bien se efectúa una remisión al Código Civil, se establece que el mismo se encuentra ajustado a lo que establece el presente Código. En el caso de las personas de existencia visible, cuando el domicilio real no coincida con el lugar donde este situada la dirección o administración principal y efectiva de sus actividades, este último será el domicilio fiscal. En el caso de las personas del Código Civil, las sociedades, asociaciones y entidades a las que el derecho privado reconoce la calidad de sujetos de derecho, los patrimonios destinados a un fin determinado y las demás sociedades, asociaciones, entidades y empresas, cuando el domicilio legal no coincida con el lugar donde esté situada la dirección o administración principal y efectiva, este último será el domicilio fiscal.  

De esta forma se establecen pautas uniformes que contribuirán a zanjar cuestiones problemáticas que se pudieran haber planteado, sin perjuicio de las facultades que al respecto pueda ejercer la Dirección en cada caso concreto.   
Asimismo se ha introducido  en sintonía con lo dispuesto en el ordenamiento nacional (Ley 11.683 y modif.)  el domicilio fiscal electrónico 
9. Se amplía la enumeración de los sujetos responsables en el cumplimiento de los deberes formales de los contribuyentes, terceros y demás responsables, con el objeto de aportar mayor claridad. Se ha dividido en dos artículos los deberes genéricos de aquellos propios de los agentes de retención, percepción, recaudación y/o información, para luego especificar los correspondientes a terceros.  

10. Se agrega, para la determinación de oficio, la definición de la misma sobre base cierta cuando sean terceros los que suministren dichos datos probatorios. Sobre esta temática se establecen nuevos métodos que permiten presumir la base imponible a partir de indicios.

11. En la definición de multas por incumplimiento de los deberes formales se diferencian las que responden a deberes formales en general, de las que se originan en la falta de presentación de declaraciones juradas. Con respecto a las multas por omisión de pago de las obligaciones fiscales y defraudación, se prevé el sumario previo, se incrementa el monto mínimo de la sanción, se describen con mayor claridad los antecedentes a tener en cuenta para la graduación de las sanciones y se definen las circunstancias que habilitan la reducción o eximición.

12. Se preserva el régimen recursivo actual, incorporándose una norma que establece que cuando el recurrente hubiere interpuesto simultáneamente el recurso previsto en el art. 24 inciso b) del Convenio Multilateral (ratificado por Ley Territorial Nº 106) y la cuestión debatida sea competencia de los Organismos de Aplicación, la tramitación del expediente administrativo quedará suspendida hasta que recaiga resolución definitiva en dicha instancia, de modo de unificar la tramitación de ambos procesos.

13. Se disminuyó a 48 meses el plazo máximo de planes de facilidades de pago con carácter general, facultándose además a la Dirección General de Rentas a acordar distintos planes de pago a empresas concursadas o en quiebra, con previa autorización del Ministerio de Economía, Hacienda y Finanzas.  

14.  En el Capítulo “De la Ejecución del Apremio” se introducen dos aspectos novedosos, en sintonía con las restantes legislaciones provinciales. Por un lado se aclara que toda defensa o excepción que por ley no fuese admisible en el apremio, podrá luego hacerse valer en el  juicio ordinario, pero no  corresponderá nuevo proceso para el ejecutado que no opuso excepciones respecto de las que legalmente pudo  deducir,   ni   para   el   ejecutante  en cuanto a las que se hubiese 
allanado. Tampoco se podrán discutir allí nuevamente las cuestiones de hecho debatidas y resueltas en el juicio de apremio, cuya defensa o prueba no tuviesen limitaciones establecidas por la ley, ni las interpretaciones legales formuladas en la sentencia, ni la validez o nulidad del procedimiento de ejecución.  Por otra parte, se faculta a la Dirección a fijar el límite mínimo de las deudas a ejecutar por vía de apremio y el mínimo de las deudas a verificar en procesos de concursos o quiebras, así como para omitir la gestión de toda deuda prescripta o que resulte incobrable por desaparición, situación afligente o insolvencia del deudor.

15. Se incorporan modificaciones en el Capítulo “De la Prescripción” siguiendo los lineamientos de la ley nacional (Ley 11.683 y modif.), diferenciándose las causales de interrupción de la prescripción y se establece el instituto de la suspensión de la misma, por un año, conforme lo previsto por el Código Civil.

16. Finalmente, se introducen modificaciones al Fondo de Estímulo actual, creándose un Fondo Estímulo y Capacitación, destinado a los agentes que presten servicios en la Dirección General de Rentas, en sintonía con las características de dicho instituto en el orden nacional por la Administración Federal de Ingresos Públicos (A.F.I.P.). En ese sentido, se han incorporado las modificaciones necesarias para que el mismo opere como un verdadero estímulo a los agentes que tienen a su cargo la verificación del cumplimiento de las obligaciones fiscales, procurando superar una serie de dificultades operativas del actual sistema así como lograr una distribución más justa del adicional teniendo en cuenta las tareas efectivamente desempeñadas.

Libro II – Parte Especial

Título I – Impuesto sobre los Ingresos Brutos. 

En el Título I se incorpora la Legislación referida al Impuesto sobre los Ingresos Brutos, introduciéndose las modificaciones necesarias para adecuar la norma a la aplicación de nuevos institutos, en miras a aumentar su efectividad en atención a nuevas modalidades y prácticas de negocios.

Asimismo se ha procurado la incorporación de normas que respeten la interpretación que del Convenio Multilateral del 18 de agosto de 1977 y sus modificaciones, ha efectuado su Organismo de Aplicación, de modo de evitar controversias inconducentes entre el Fisco y los contribuyentes, lo que redundará en mayor celeridad en la labor recaudadora y de fiscalización. 

El proyecto continúa con el sistema autodeclarativo de las obligaciones fiscales, vigente tanto en el ámbito nacional como en la totalidad de las provincias argentinas para la mayoría de los tributos, sin perjuicio de lo cual acepta el sistema de liquidación administrativa, que se continúa aplicando a ciertas gabelas (ej.: impuesto inmobiliario).

Como en todo sistema autodeclarativo, se ha procurado que el Fisco cuente con amplias facultades tanto para verificar la materia imponible cuanto para determinar de oficio su exactitud, ampliando las facultades de verificación y reglamentarias.

1. En sintonía con el texto adoptado por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en la materia, en el  Capítulo I se introduce una modificación, destinada a despejar dudas respecto de los sujetos pasivos del impuesto, para alcanzar a cualquier forma asociativa que desarrolle actividades gravadas (por ejemplo, las uniones transitorias de empresas).

2. Asimimo se introducen modificaciones dentro del hecho imponible del impuesto, sea en forma habitual o esporádica. En primer lugar se añade “la transferencia de boletos de compraventa en general” dentro del hecho imponible del impuesto, y  por otra parte, se agregan cuatro hipótesis de incidencia, contempladas expresamente en otros códigos fiscales: Las explotaciones agrícolas, pecuarias, mineras, forestales e ictícolas; La comercialización de productos o mercaderías que entren a la jurisdicción por cualquier medio; La intermediación que se ejerza percibiendo comisiones, bonificaciones, porcentajes u otras retribuciones análogas y las operaciones de préstamo de dinero, con o sin garantía.  

3. Se ha modificado el encuadre de los ingresos obtenidos por exportaciones, las cuales han sido incluidas en el artículo referido a “Exenciones”, en idéntico tratamiento que le otorga la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ello en miras a preservar las facultades de fiscalización por parte de la Dirección General de Rentas.

4. En forma concordante con las reformas recientes de otros Códigos Fiscales, se introducen en este capítulo disposiciones especiales respecto de la base imponible de los fideicomisos, el leasing, las telecomunicaciones internacionales y los concursos telefónicos.

5. Respecto de los fideicomisos constituidos de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Nacional Nº 24.441, se establece que los ingresos brutos obtenidos y la base imponible del gravamen recibirán el tratamiento tributario que corresponda a la naturaleza de la actividad económica que realicen.

6. En el caso de las telecomunicaciones internacionales en las que su retribución sea atribuible a la empresa ubicada en el país, la base de imposición está constituida por la totalidad de dicha retribución.

7. En las actividades de concurso por vía telefónica desarrolladas por las empresas dedicadas a esa actividad, la base de imposición esta constituida por la totalidad de los ingresos provenientes de la participación de usuarios de líneas telefónicas radicadas en la jurisdicción Tierra del Fuego.  

8. Respecto a la deducción del impuesto sobre los combustibles líquidos y gas natural, se especifica que el mismo no integrará la base imponible, excepto que se aplique sobre la etapa de expendio al público, sea efectuada en forma directa por parte de la empresa productora de combustibles líquidos y/o gas natural o por intermedio de comisionistas, consignatarios, mandatarios, corredores, representantes y/o cualquier otro tipo de intermediación en operaciones de naturaleza similar.

9. Se introducen modificaciones en la determinación de la base imponible de las entidades financieras, siguiendo el criterio fiscal de otros fiscos provinciales. 

10. Se incorpora una norma específica referida a la determinación de la base imponible en los contratos de leasing.

11. Se modifica el alcance de la exención de los ingresos percibidos por las emisoras de radiofonía y de televisión, excluyendo de la exención a las emisoras por cable codificadas, satelitales, de circuitos cerrados y otra forma que haga que sus emisiones puedan ser captadas únicamente por sus abonados.

12. Se ha incorporado la facultad del Poder Ejecutivo a establecer un impuesto fijo, que comprenda determinada categoría de contribuyentes, no sujetos al Convenio Multilateral vigente. A tal fin se ha tomado en consideración la redacción de otros proyectos de modificación de leyes provinciales que han establecido regímenes similares, pero adaptándolos a la realidad económica de la provincia. 

Título II – Impuesto de Sellos. 

Por el Título II se propicia una serie de reformas a la Ley de Impuesto de Sellos vigente (Ley Territorial 175 ratificada por Ley Provincial Nro. 89, con las modificaciones introducidas por las Leyes Nº 138,143 y 440) y Ley Provincial Nº 290.

Se propone restituir el ámbito de aplicación de la misma a todos los actos contratos u operaciones onerosas celebrados o con efectos en la jurisdicción.

Asimismo, se aclara que se encuentran alcanzados por el tributo los contratos declarados no gravados o exentos por el gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o de la provincia del lugar del otorgamiento, con efectos en la Provincia de Tierra del Fuego.

Con el propósito de facilitar la lectura e interpretación de la norma por el contribuyente, se ha modificado la estructura de la ley. Asimismo se han reordenado temáticamente los artículos de la ley vigente.

1. Se define el alcance del gravamen siguiendo los lineamientos de armonización tributaria contenidos en la Ley nacional de Coparticipación Federal (Ley 23548), alcanzando a: los actos, contratos y operaciones de carácter oneroso instrumentados, a los contratos a título oneroso formalizados por correspondencia y a las operaciones monetarias en las condiciones dispuestas en dicha ley.

2. Se circunscribe la definición de “instrumento”,  tal como surge de la jurisprudencia administrativa de la Comisión Federal de Impuestos y ha sido contemplado en el Anteproyecto de nueva Ley de Coparticipación Federal que recientemente ha concluido dicho organismo, únicamente a los actos, contratos y operaciones de carácter oneroso celebrados entre presentes, manteniendo la reforma introducida oportunamente por las Leyes Provinciales Nº 290 y 440, y definiendo con precisión el momento de perfeccionamiento del hecho imponible en los contratos por correspondencia.
3. Con miras a promover el desarrollo económico de la Provincia,  se eximen  expresamente los actos, contratos y operaciones originados en actividades  financieras activas y sus accesorias, efectuadas por entidades regidas por la Ley 21.526 y sus modificatorias destinadas al financiamiento de actividades productivas de los sectores agropecuario, industrial, minero o de la construcción, así como los contratos de seguros y sus endosos celebrados por las compañías regidas por la Ley Nacional 20.091 y sus modificatorias, siempre que las pólizas amparen en forma exclusiva y específica riesgos inherentes a los sectores mencionados.

4. Se prevén alícuotas reducidas para determinadas operaciones monetarias, entre las cuales se propone incluir a los contratos de capitalización y ahorro para fines determinados. La base imponible sujeta a gravamen en este tipo de operaciones fue definida conforme el criterio fiscal seguido por otras legislaciones provinciales.

5. En la determinación de la base imponible, se incorpora la deducción del Impuesto al Valor Agregado - débito fiscal - adecuando la legislación provincial a lo dispuesto por otras legislaciones provinciales, procurando evitar la aplicación del gravamen sobre otro impuesto.

6. Se elimina la enumeración taxativa de instrumentos gravados y el principio de interdependencia entre actos sujetos a gravamen.

7. Se establecen criterios de distribución de la base imponible para el supuesto de garantías, cesiones de derecho o cesiones fiduciarias sobre concesiones, otorgadas sobre bienes ubicados en la Provincia y varias jurisdicciones.

8. Se incorporan nuevas modalidades y prácticas de negocios puntualizando expresamente la gravabilidad y se determina la base imponible a considerar en los contratos de ahorro previo, leasing, garage, cesión fiduciaria en garantía.

9. Se menciona expresamente a las concesiones otorgadas por cualquier autoridad, previendo la base imponible a considerar sujeta a impuesto.

10. Se establece que en los contratos de ejecución sucesiva, pagos periódicos u otros análogos, excluidas las concesiones y las actividades hidrocarburíferas y sus servicios complementarios, el impuesto se aplicará sobre el valor correspondiente a la duración total con una escala graduable de la alícuota a aplicar según el monto imponible sujeto a gravamen.

11. Asimismo, se define la base imponible sujeta a impuesto respecto a los contratos de colaboración empresaria a que se refiere el Capítulo III de la Ley 19.550 y modificaciones.

12. Se detalla la base imponible a considerar en las transferencias de automotores, siguiendo en este sentido los lineamientos de otras legislaciones provinciales de la materia.

13. Con respecto a las operaciones monetarias, se aclara que se encuentran alcanzados por el tributo los créditos instrumentados por tarjetas de créditos o de compras, definiendo sujeto a impuesto a las liquidaciones periódicas que las entidades emisoras producen, así como la determinación de la base imponible a considerar.

14. Se ha incorporado una regulación especial para actos, contratos y operaciones del sector hidrocarburífero y servicios complementarios de la actividad, previendo una escala graduable y decreciente de la alícuota a aplicar conforme al monto imponible sujeto a gravamen, siguiendo la solución adoptada por otros fiscos patagónicos y atendiendo así las demandas del sector,  dada la envergadura de las operaciones involucradas, con el propósito de inducir al pago voluntario del tributo y desincentivar el uso de modalidades elusivas.
15. A su vez, y como consecuencia de las modificaciones más arriba reseñadas, se ha adecuado el anterior artículo 47º de la Ley Territorial 175 (ratificada por Ley Provincial 89) a las exenciones actuales. Se ha mantenido la redacción vigente, eliminando estrictamente aquellos incisos que contrarían las disposiciones incorporadas.

16. Se ha previsto el deber de información para los escribanos de extraña jurisdicción, así como la solidaridad por las escrituras celebradas fuera de la jurisdicción que deban ser incorporadas al Protocolo de escribano de la Provincia.

17. Con respecto al procedimiento administrativo y sancionatorio, se remite al régimen general que rige para los diferentes tributos provinciales y se ha reducido el porcentaje de multa aplicable para el supuesto de simple mora cuando el impuesto se pague espontáneamente, respetando la escala vigente, hasta un máximo del 100% del impuesto ingresado fuera de término.

Título III – Impuesto Inmobiliario Rural

El Título III trata sobre el Impuesto Inmobiliario Rural, transcribiendo las normas  actualmente vigentes, por considerar conveniente no introducir modificaciones en este aspecto.

Título IV  - Tasas Retributivas por Servicios Administrativos
            Se incorpora un Título referido a las Tasas Retributivas de Servicios Administrativos. En el mismo se establece que los servicios que presta la Administración Pública y que por disposiciones de este Título o de leyes especiales estén sujetos a retribución, deberán pagarse las tasas cuyo monto fije la Ley Impositiva.

Se establece el principio general por el cual salvo disposición contraria, todas las actuaciones ante la Administración Pública deberán realizarse en papel sellado del valor que determine la Ley Impositiva. Asimismo se aclara que las mismas deberán ser satisfechas dentro de los plazos y en la forma que para cada caso establezca el Código Fiscal, leyes especiales, la reglamentación o la Dirección General de Rentas.

En cuanto a las exenciones, se han detallado las exenciones en forma general, sin perjuicio que por leyes especiales o por la Ley Impositiva anual, se establezcan exenciones para tasas en particular por los servicios que presten los distintos organismos de la Administración Pública Provincial, así como los articulados referidos a la fijación de los montos a abonar. 

Título V  - Disposiciones Complementarias

Finalmente, en el Título V, se incorporan disposiciones complementarias, referidas fundamentalmente a facultades otorgadas al Poder Ejecutivo, en procura de favorecer la administración tributaria, así como también la facultad otorgada a la Dirección General de Rentas, respecto la actualización de los importes establecidos en diversos artículos del presente Código, en miras a preservar el valor económico de los mismos.

Sin perjuicio de los artículos precedentemente reseñados, se han incorporado en el Proyecto, otras modificaciones respecto la redacción de la ley vigente, tendientes a otorgar mayor claridad y certeza en su aplicación.  Para ello, se tuvieron en cuenta diversas controversias que genera el texto actual, dificultando la aplicación en los casos concretos, por parte de los agentes dependientes de la administración.

Manifestando una vez más, la importancia de contar con las modificaciones propuestas, saludo a usted y por su intermedio a esa Cámara, con atenta mi más distinguida consideración. 
A LA SEÑORA

VICEPRESIDENTE 1º A CARGO

DE LA PRESIDENCIA  DE  LA LEGISLATURA PROVINCIAL
LEG. ANGELICA GUZMAN
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